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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA ESCUDERO, contra la sentencia proferida por la Juez Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada frente al Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.)

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA ESCUDERO, por intermedio de apoderado, se pueden sintetizar así:  (i) cuando la señora MEJÍA ESCUDERO se encontraba en sus cabales era comerciante de todo tipo de calzado de cuero y para cumplir con la facturación de sus ventas incluyó el valor sin recaudar de IVA en ventas de crédito, pero por su salud tal actividad dejó de efectuarse, por lo que no pudo obtener el IVA para el Estado ni el costo de la mercancía para ella; (ii) en conciliación ante la DIAN, la señora MEJÍA ESCUDERO aceptó lo realizado en el año 2008 que ascendió a la suma de $79´915.311; (iii) la Fiscalía presentó denuncia en marzo de 2010 y en noviembre 28 de 2013 se llevó a cabo imputación ante la Juez Sexta Penal Municipal con función de control de garantías y allí el defensor público advirtió sobre la posible insanidad de la misma por lo cual pidió a la juez que no hiciera la audiencia y previamente fuera valorada, lo que ésta desconoció de manera injustificada; (iv) la juez además se convirtió en funcionaria de la fiscalía al corregir la tipicidad de la imputación, así como los ofrecimientos del ente acusador y aun así le dio validez al acto; (v) hizo transcripción de algunos apartes de la imputación e indicó que la accionante solo hizo presencia en la formulación de acusación y no obstante ello el defensor estipuló sin autorización o acuerdo con la procesada la totalidad de los elementos aducidos por la Fiscalía; (vi) los jueces de garantías no pueden inmiscuirse en la elección del tipo penal, y en este caso la juez tomó parte al corregir la conducta elegida por el ente persecutor, lo cual le está vedado; (vii) pese a lo dicho por la defensa la juez hizo caso omiso, efectuó la diligencia y le hizo preguntas sobre su decisión, con lo cual se vulneró el derecho al debido proceso y a ser protegida por su inferioridad síquica; y (viii) era obligatorio que la Fiscalía demostrara la responsabilidad de su cliente, pues no bastaban los documentos allegados por la DIAN, máxime que estaba prescrita la acción penal para la fecha de la sentencia y la acusada nunca consintió una estipulación total de pruebas, no obstante se condenó y privó de su libertad.

Reclama por tanto se proteja los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, protección por inferioridad, juicio justo y libertad.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez subsanada la tutela por carecer de poder, ésta fue admitida y la juez de primer nivel corrió traslado al despacho accionado, a la Fiscalía 9 Seccional,  al Juzgado Primero Penal del Circuito, a la Procuradora Delegada, al abogado de la DIAN, y al Defensor Público de la acusada, quienes se pronunciaron de la siguiente manera:
- La Dra. MARCELA GUTIÉRREZ MENDOZA, Juez Sexta Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira -para la época-, refiere que no es cierto que existiera súplica para que la audiencia no se realizara por una posible enfermedad mental de la señora MEJÍA ESCUDERO, pues solo se dejó constancia de su abogado quien no es médico ni aportó historia clínica para soportar una presunta inimputabilidad, pero se concedió un receso y al reiniciarse se acordó con las partes que se efectuaría una valoración psiquiátrica y de avizorarse tal situación ella podría ser alegada en la oportunidad que regula el inciso 2° art. 344 C.P.P., pero desconoce si ello se materializó ante el juez de conocimiento.

Aduce que una de las funciones del juez de garantías en esa audiencia es verificar que los hechos coincidan con el aspecto jurídico y su labor se centró en aclarar el inciso del art. 402 C.P. en el que se encuadraba la imputación, sin que sea cierto que se hayan modificado los ofrecimientos realizados por la Fiscalía a la procesada en esa oportunidad.  Expresa que la presente tutela es improcedente pues las partes cuentan con los recursos ordinarios  y extraordinarios para efectivizar sus derechos y para el caso concreto está la acción de revisión, aunado a que no se cumple con el requisito de inmediatez, pues solo ahora que la señora MARÍA ROMELIA está condenada se acude a la tutela con miras a solucionar un actuar omisivo de varios años.

- Por parte de las Dras. MARÍA LUCY RAMÍREZ MARÍN y MARÍA DEL CARMEN RODRÍGUEZ RAMÍREZ, quienes desempeñaron el cargo de Fiscal 9 Seccional, se informa que la referida imputación se formalizó con apego a los requisitos de ley, sin que la funcionaria variara la adecuación típica ni los hechos. Así mismo no puede convertirse la acción constitucional en una nueva instancia para la discusión probatoria, máxime que los intervinientes han tenido la posibilidad de debatir las diferentes decisiones por medio de recursos. Se agrega que si fuese cierto que la procesada estuviera enferma mentalmente, su familia habría buscado ayuda psicológica y estarían atentos al proceso, pero no aparece historia clínica ni documentos que acrediten tal condición.  Piden no se acceda a las pretensiones.
- El Dr. JOSÉ FERNANDO ZULOAGA GIRALDO, Juez Primero Penal del Circuito solo hace alusión que en el mencionado proceso se fijó fecha para el incidente de reparación integral.

- El Dr. NAUDÍN ANTONIO GÓMEZ, apoderado de la DIAN aduce que las preguntas efectuadas por la juez en la audiencia fueron contestadas de manera coherente por la indiciada con lo que se evidencia que entendía la naturaleza de la misma, estuvo asistida por un defensor quien dejó constancia de haberla asesorado en debida forma, y pese a las labores desarrolladas por la Fiscalía para establecer el estado de salud mental de la señora MARÍA ROMELIA, ello no se logró obtener. Además, la juez de garantías no intervino en la elección del tipo penal y con ocasión de la formulación de imputación se dio comienzo a la actividad probatoria para que la defensa demostrara la ausencia de responsabilidad de su prohijada, pero no desvirtuó las pruebas de la Fiscalía y la DIAN referidas a la declaración del impuesto sobre las ventas, sin que la acción penal se encontrara prescrita como lo alude el accionante. Estima por tanto que no se menoscabaron los derechos de la accionante quien contó con todas las garantías procesales.
- El Dr. GILBERTO SERNA LÓPEZ, abogado de la inculpada en ese asunto, expresa que desde el primer momento la señora MARÍA ROMELIA le indicó que le debía al Estado pero no podía pagar por no tener forma para ello y pese a ilustrarla sobre las consecuencias de aceptar o no los cargos, ésta le informó que lo que quería era irse a predicar a la cárcel y por eso en la audiencia de imputación pidió a la juez que no se llevara a cabo la diligencia, por parecerle extraño la actitud asumida por su cliente y solicitó que fuera enviada a valoración de sus facultades psíquicas, pedimento que no fue de recibo y se llevó a cabo la diligencia.

Agrega que sus iniciales inquietudes sobre la situación mental de la procesada se esfumaron porque posteriormente ella le explicó claramente hasta dónde iban sus creencias religiosas y que tenía derecho a decidir cómo, cuándo y a quién predicaba, además de reiterarle que no confiaba en ningún abogado y él no tenía por qué presionarla para aceptar cargos, además de referir respecto a la deuda que no realizó pago alguno, que no efectuó acuerdos de pago y no pensaba hacerlos.  Alude que no anunció elementos probatorios por no habérselos proporcionado la acusada como lo informó al juez, y frente a la sentencia de condena no interpuso recurso. Así mismo que en lo relacionado con la valoración psiquiátrica, ésta le expresó que no asistiría y no la podían obligar o conducir a la fuerza para ello.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de abril 22 de 2016 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que negó por improcedente la tutela presentada por la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA ESCUDERO al considerar que no se cumplen con los requisitos exigidos por la jurisprudencia para que ésta proceda contra decisiones judiciales, máxime cuando existen otros medios ordinarios para la defensa de los derechos que se presumen vulnerados.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado de la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA ESCUDERO, al ser notificado vía correo electrónico de la decisión adoptada, envío mensaje por igual medio en el cual expresa que apela la decisión, sin argumentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo reclamado por la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA ESCUDERO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA ESCUDERO concurre ante el juez constitucional por medio de apoderado judicial, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, protección por inferioridad, a un juicio justo y a la libertad que considera vulnerado por la Juez Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, toda vez que se efectivizó la imputación pese a que la misma padecía problemas mentales, de lo cual dejó constancia el profesional que allí la asistió, e igualmente se realizaron la totalidad de las audiencias ante el juzgado de conocimiento que concluyó con sentencia condenatoria en su contra. Del mismo modo se realizó una indebida intervención de la a quo en la referida diligencia, donde asumió el papel que le correspondía al órgano persecutor.

No obstante la ausencia de argumentación del recurrente, por tratarse ésta de una acción sumaria, ello no es óbice para adelantar un estudio de la actuación y frente a las pretensiones que éste elevo debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 
“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”
Así mismo, la Sala Penal de la H. Corte Suprema, en STP 80683 de julio 8 de 2015 recalcó frente a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, lo siguiente: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 

También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso la judicatura actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales.

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo…”

Se avizora que por este excepcional mecanismo se atacan las decisiones adoptadas por el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, respecto a la formulación de imputación, por lo que es indispensable tener presente también lo relacionado con la acción de tutela frente a providencias judiciales, que como se recordará a la luz de la jurisprudencia constitucional, requiere el cumplimiento previo de unos requisitos de procedibilidad inherentes a ella. Obsérvese: 
“Sobre esta modalidad de defectos afirmó esta Corporación:“[e]stos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales
”. 
Por otro lado, como consecuencia de lo anterior, el ajuste descrito trasciende de lo terminológico a lo conceptual. En primer lugar, se establece como fundamento esencial de las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias, la violación de la Constitución por parte de la providencial judicial examinada. Y segundo, se abandona la verificación mecánica de la existencia de tipos de defectos o de vías de hecho, por el examen material de las mencionadas causales de procedibilidad referente a la idoneidad para vulnerar la Carta de 1991. 

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, los siguientes:

1. Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

2. Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

3. Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

4. Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

5. En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

6. Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

No basta, entonces, que la providencia judicial atacada en sede de tutela presente uno de los defectos materiales anteriormente señalados, también se requiere la concurrencia de los requisitos de procedibilidad definidos por la jurisprudencia de esta Corporación para que prospere la solicitud de amparo constitucional.”

Y como lo expresó la Corte Constitucional en Sentencia SU-053 de 2015, dichos requisitos deben superarse en su totalidad para que se pueda ingresar al estudio de las causales específicas de procedencia de la acción constitucional. Así se dijo:

“8. La Corte en la sentencia C-590 de 2005 buscó hacer compatible el control por vía de tutela de las decisiones judiciales, con los principios de cosa juzgada, independencia y autonomía judicial y seguridad jurídica. Por ello estableció diversas condiciones procesales para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que deben superarse en su totalidad, a fin de avalar el estudio posterior de las denominadas causales específicas.”
Pese a que los cuestionamientos del accionante son referidos a un trámite judicial, dentro del cual se debieron ventilar todos los aspectos a los cuales hace alusión el ahora accionante, estima la Colegiatura que con el derrotero fijado por la Corte Suprema en relación con la tutela contra decisiones judiciales, debe analizarse el caso en concreto para establecer la satisfacción de las exigencias allí contenidas. 
En esa dirección, se tiene que en principio se evidencia que no se cumple con el requisito de inmediatez, ya que no se ha actuado dentro de un margen razonable de tiempo, toda vez que se acudió a la acción constitucional aproximadamente dos años y medio después de la situación que presuntamente vulneró los derechos de la señora MARÍA ROMELIA, en tanto la audiencia de formulación de imputación, que se tacha de irregular, se efectuó en noviembre 28 de 2013. Al respecto la Corte ha manifestado:

“De acuerdo a la jurisprudencia constitucional, el principio de inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la acción de tutela, por lo que su interposición debe ser oportuna y razonable con relación a la ocurrencia de los hechos que originaron la afectación o amenaza de los derechos fundamentales invocados. La petición ha de ser presentada en un tiempo cercano a la ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Si se limitara la presentación de la demanda de amparo constitucional, se afectaría el alcance jurídico dado por el Constituyente a la acción de tutela, y se desvirtuaría su fin de protección actual, inmediata y efectiva de tales derechos. 
Por lo tanto, la inactividad o la demora del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que resulte procedente la acción de tutela. Del mismo modo, si se trata de la interposición tardía de la tutela, igualmente es aplicable el principio de inmediatez, según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para el beneficio propio del sujeto de la omisión o la tardanza
. 

Alega el apoderado de la accionante en este asunto en particular, que pese a que en la formulación de imputación el togado que representó a MARÍA ROMELIA dejó constancia que en su sentir ésta requería una valoración psiquiátrica para su estado mental al no estar preparada para afrontar dicha diligencia, y suplicó a la  juez que no se hiciera la misma, de todas formas la diligencia se llevó a cabo. No obstante, al hacer revisión de la audiencia respectiva se avizora que en momento alguno una petición de esa naturaleza fue elevada por el abogado GILBERTO SERNA, pues solo hizo claridad que para él la indiciada requería tal examen ya que ésta le enfatizó que quería ir a la cárcel, lo que no veía como normal, y frente a ello la Fiscalía señaló que no veía problema en que se agotara tal dictamen dentro del término de la investigación, como tampoco existió oposición alguna por parte del apoderado de víctimas. 
No obstante lo anterior y como quiera que la juez observó que la señora MARÍA ROMELIA estuvo atenta a la diligencia, fue asesorada debidamente por el abogado y además fue coherente en las respuestas a las preguntas iniciales, procedió a explicarle los alcances de la audiencia y finalmente la procesada manifestó que guardaba silencio frente a los cargos endilgados.

Si bien el proceso continuó su curso normal, ya ante el Juzgado Primero Penal del Circuito se vislumbra que solamente en la formulación de acusación se presentó la accionante, mas no así en la preparatoria en la que el profesional del derecho dejó constancia en el sentido que carecía de elementos para descubrir, habida cuenta que su asistida no le ha colaborado en lo más mínimo para desarrollar una adecuada defensa, pues desde un principio le indicó que se atendría al resultado del proceso.

Precisamente esa falta de colaboración de la acusada conllevó a que la defensa no contara con elementos probatorios para esgrimir en juico oral, evento en el cual realizó estipulación de las probanzas que pretendía aducir la Fiscalía y relativas al no pago de las obligaciones tributarias que tenía la señora MARÍA ROMELIA con la Dirección de Impuestos, lo que a la postre concluyó en una sentencia condenatoria y a la privación de libertad.
Respecto de las circunstancias aludidas, lo que se debe destacar en  este asunto es que no obstante la manifestación de la defensa en la formulación de imputación y pese a haberse agotado por la Fiscalía un programa metodológico con el fin de establecer  lo relativo a la presunta enfermedad mental de la señora MARÍA ROMELIA, no se logró obtener historia clínica a ese respecto. Además, aunque fue el abogado GILBERTO SERNA quien inicialmente hizo alusión a una potencial anomalía síquica, posteriormente tal percepción se diluyó, pues como así lo expresó al contestar la presente tutela, en las conversaciones que sostuvo con la procesada ésta le explicó claramente lo relativo a sus creencias religiosas y que sería ella quien decidiría cuándo y a quién predicar, y que deseaba irse para la cárcel para hacer una labor entre el personal de reclusas. Por lo demás, obsérvese que de un tal problema psiquiátrico de su cliente ni siquiera el ahora accionante aporta prueba alguna siquiera sumaria para el presente trámite.
Tampoco considera la Sala que por parte de la juez de control de garantías se haya efectuado una intromisión de tal naturaleza en el asunto que se convirtiera por esa vía en “una funcionaria de la fiscalía” según lo refiere el accionante, por cuanto corrigió la tipicidad de la conducta. Lo que en verdad se aprecia es que una vez la fiscal encuadró el tipo penal a endilgarle a la señora MARÍA ROMELIA y estimar que era el contemplado en el inciso 1º. art. 402 C.P., la señora juez, como directora del proceso y con miras a que la imputación jurídica guardara plena concordancia con lo fáctico, lo que hizo fue pedirle claridad a la Fiscalía acerca de si el punible endilgado a la procesada derivaba del no pago del IVA, el numeral respectivo era el segundo, como así lo reiteró la fiscal, sin que ello incidiera de forma desfavorable en los intereses de la investigada, en tanto por ello la sanción no sufriría variación.

Mucho menos se realizó una corrección a los ofrecimientos que la Fiscalía le hizo a la indiciada en el evento de aceptar los cargos, pues al no haber  sido capturada la señora MARÍA ROMELIA en situación de flagrancia, se hacía merecedora de un descuento de hasta el 50% de la pena a imponer, según así lo refirió la fiscal. Como era de esperarse, en una intervención totalmente normal la juez simplemente indicó que la diminuente sería por tanto del 50%, pero ello finalmente no tuvo incidencia alguna en la actuación, toda vez que la procesada decidió guardar silencio, como una de las facultades que tenía en su calidad de imputada.

Para la Sala,  lo que acá se aprecia, es que por parte de la acusada se presentó un total abandono del caso y dejó solo a quien asistía sus intereses para que continuara con un proceso en el que no contó con su colaboración, como así lo refirió el togado. Y no puede a la hora de ahora pretenderse reclamar por la vía de la acción constitucional -como si se tratara de una tercera a instancia- que se rehaga un procedimiento por estimarlo contrario a derecho, máxime que se tiene al alcance el trámite ordinario para lograr que se estudie la actuación -nos referimos a la acción de revisión- y se determine si en efecto se perpetró una irregularidad tal que amerite retrotraer el proceso hasta la formulación de cargos para obtener la liberación de la señora MARÍA ROMELIA MEJÍA, como se pide.

Por lo anterior, considera la Corporación que la postura del accionante para que se declare la nulidad de lo actuado y se adelante nuevamente el trámite desde la audiencia de imputación, amén de su particular posición sobre el asunto, no encuentra asidero en lo dicho con antelación; y, en consecuencia, se acompañará la providencia de primera instancia.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,


MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� C-590 de 2005.


� Sentencia T-102 del 16-02-2006, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Sentencia T-301 de 2009, T-416 de 2005.


� Sentencia T-332 de 2015.
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